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“… No es de ética de lo que se trata. Es de las estratagemas del poder médico 
para imponer sus decisiones. ¿Qué es este embarazo para la nena? La santifi-
cación de la perversión del violador que la toma por objeto. El inseminador es 
omnipotente, su poder es infinito. Aunque pueda ocurrir que sea condenado y 
preso, eso no repara el daño que ella soporta dentro suyo. Nadie pone fin a las 
consecuencias de su acto. Quienes deben protegerla sólo reafirman el someti-
miento al que la destinan. ¿Quién es ella? Funda, vaina, objeto de la voluntad 
divina y no tanto, sierva del violador, de sus miedos, de su desamparo que la 
pone en el trayecto de una eyaculación que no debería haberla alcanzado 
nunca. También despojada de la educación sexual y la información anticon-
ceptiva que la escuela le debe. Ahora ya aprendió –gracias a las enseñanzas 
de la Santa Madre– que de la abyección de las figuras parentales –quien no la 
mira, quien no la ve sino por el ojo seminal– surge una vida sublime que vale 
mucho más que la de ella misma. Ahora sí que se disputan su dominio. Y salen 
el clero, los jueces y los médicos a apoderarse de ella para mayor gloria de dios. 
La perversión triunfa. La Iglesia y la industria sexual se las arreglan para lograr 
que la sexualidad sea pecado y la perversión, sagrada. Lo que les resulta into-
lerable es la resistencia de las mujeres a su destinación procreativa…”1 
  
INTRODUCCIÓN 
En un espacio convocado para reflexionar e intercambiar ideas sobre el pa-
pel del derecho en la vida de las mujeres en la actualidad, intentaré plan-
tear algunos de los obstáculos e impedimentos con los que se encuentran 
las mujeres y niñas en relación al acceso a la salud y a la justicia en casos de 
abortos no punibles. Para ello analizaré dos casos argentinos, específicos 
de una provincia, Mendoza, pero a la vez representativos de otras tantas 
situaciones que a diario se presentan en ese contexto cada vez que una 
mujer o niña víctima de violación solicita en un efector público un abor-
to: se judicializan sus decisiones, toman estado público en los medios de 
comunicación y se obstaculizan las prácticas al punto que el país ya tiene 
denuncias en el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas por no 
garantizar los derechos de las mujeres y niñas, el cumplimiento de la ley. 
En Argentina el aborto está penalizado, desde hace años desde distintas 
1 Rosemberg Martha, publicado en Página 12, 13/09/2008, www.pagina12.com.ar/diario/so-
ciedad/3-111514-2008-09-13.html



58 DERECHO, GÉNERO E IGUALDAD

organizaciones de mujeres luchamos por el derecho al aborto legal, segu-
ro y gratuito, sin embargo las situaciones que analizaré, encuadran en las 
excepciones a la penalización. Así el artículo 86 del Código Penal dispone 
que: “el aborto practicado por un médico diplomado con el consentimiento 
de la mujer encinta, no es punible: 1º En casos de peligro para la vida o para la 
salud de la mujer. 2º Cuando el embarazo sea producto de una violación o del 
atentado al pudor sobre una mujer idiota o demente. En este caso el consenti-
miento de su representante legal deberá ser requerido para el aborto”.  
A partir de esto mucho se ha escrito y se ha interpretado sobre el alcance 
de la legislación, pero la Corte de la provincia de Mendoza, zanjó la cues-
tión al ratificar que la aplicación del art.86 incs. 1º y 2º del Código Penal no 
requiere de autorización judicial, quedando la responsabilidad de decidir si se 
dan los supuestos fácticos descritos por la norma, a criterio de los médicos que, 
en el actual trance, atiendan a la paciente ya sea en el sector privado o en el 
público de la salud, aplicando los principios y reglas del buen arte de curar. 
Asimismo el supremo tribunal provincial ratificó exhortaciones al Poder 
Ejecutivo Provincial a fin de que, por intermedio de sus efectores públicos, 
brindara a las niñas y mujeres que peticionaron abortos no punibles las pres-
taciones necesarias para asegurar su salud, disponiendo todo lo que resulte 
conducente para el goce efectivo de sus derechos en las condiciones estableci-
das por la ley en sentido amplio2. 
Así las cosas el procedimiento debería ser simple, claro y no ser manipula-
do por la administración pública, encargada de brindar garantías de acce-
so al derecho. Sin embargo las instituciones en una república que se pre-
tende respetuosa de los derechos humanos, pero olvida que los derechos 
de las mujeres son también derechos humanos, funcionan demasiado a 
menudo como portavoces de la jerarquía eclesiástica, negando a las ni-
ñas y mujeres víctimas de violencia sexual, el acceso al aborto no punible, 
empujándolas con ello a la clandestinidad, a embarazos forzados o a la 
muerte, con un cinismo absoluto.  
 Debo señalar que entré en contacto con las duras experiencias en las que 
se ha basado este trabajo, a través de la Colectiva Feminista que integro en 
Argentina, que es una de las Organizaciones que participa de la Campaña 
Nacional Por El Derecho Al Aborto Legal Seguro Y Gratuito3, y brinda ase-
soramiento en situaciones en las cuales se obstaculiza o niega el acceso a 
un aborto claramente legal, lo que por otro lado tiene lugar respecto de las 
mujeres y niñas de sectores populares. 

2 C., S. M. y otros. v. sin demandado p/ac. de amparo s/per saltum Suprema Corte de Justicia 
de Mendoza, sala 1ª, 22/08/2006 
3 Para más información sobre la Campaña, puede visitarse el portal www.derechoalaborto.
org.ar  
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He titulado esta presentación “Será Injusticia”, en referencia a la frase con la 
cual se cierran todas las presentación y pedidos ante los tribunales –“Será 
Justicia”-. Cuando se trata del acceso de mujeres y niñas a la salud y a la 
justicia, cuando lo que está en juego es la toma de decisiones en forma 
autónoma, prevista por la legislación ante situaciones de brutalidad como 
las que se derivan del abuso sexual, buscar respuestas en la Administra-
ción Pública, el Subsistema de Salud o el Sistema Judicial en Argentina es 
en muchos casos la puerta de entrada a la consagración de la injusticia.  
 
LA INSUFICIENCIA DEL PURO DERECHO: 
Los casos que traigo para la reflexión, muestran cómo se encadenan abu-
sos, omisiones, dilaciones, desidia y violencia institucional, con la injerencia 
de fundamentalistas católicos que intervienen en cada solicitud de aborto 
no punible que toma estado público, pretendiendo “sacrificar” a niñas y 
mujeres víctimas de violencia sexual en pos de embarazos forzados que las 
trascienden y se vuelven más importantes que ellas mismas, que las exilian 
de su cuerpo, de su subjetividad. 
La ley entonces se revela insuficiente ante el ejercicio discrecional de poder 
por parte de las autoridades administrativas y judiciales. La falta de com-
promiso político con el respeto, garantía y vigencia de los derechos de las 
mujeres y niñas, la moneda de cambio que significa su salud, especialmente 
la sexual y reproductiva, frente a las presiones de la iglesia católica, se cobra 
cientos de muertes cada año y fuerza a mujeres y niñas a continuar embara-
zos producto de violaciones. Sus cuerpos–vasija son apropiados por un sis-
tema que arbitrariamente decide desconocer sus propias –y ya restrictivas- 
leyes, las convenciones internacionales de derechos humanos ratificadas. 
 
ANA 
El caso de una niña a quien llamaremos “Ana” es a la vez reflejo de otros tan-
tos que se repiten a diario y encuentran las mismas respuestas del poder 
político y del poder judicial. Ana es una niña de trece años de edad cuya 
familia directa se encuentra en situación de pobreza. La niña fue violada 
desde sus once años por su padre biológico, producto de esas violaciones 
quedó embarazada y solicitó un aborto en el sector público de salud. 
Tomamos conocimiento de los ataques sufridos por la niña y su deseo de 
interrumpir el embarazo por una comunicación y contacto que estableció 
la Directora del Instituto Provincial de la Mujer4. Hasta esa institución se 
acercaron Ana y su madre después de radicar denuncia penal, a fin de soli-
citar asesoramiento y acompañamiento. 

4 Institución dependiente del Ministerio de Desarrollo Humano, Familia y Comunidad de la 
Provincia. 
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Dado que se trataba de un caso encuadrado en las excepciones a la pu-
nibilidad establecidas por nuestra legislación y el máximo tribunal de la 
provincia ya se había expedido en circunstancias análogas, la primera in-
tervención que realizamos, a pedido de Ana5 y su madre, fue la solicitud 
del aborto en un efector público, en tanto la continuación de ese embara-
zo ponía en grave riesgo la salud integral de la niña, en dicha oportunidad 
advertimos de la vulneración a los derechos de Ana que significaría la judi-
cialización del caso y demás estrategias dilatorias.  
Es importante señalar que la solicitud de Ana llegó al sector público bási-
camente por dos razones, una es que se trata de una familia muy pobre, 
que vivía en base a los ingresos que aportaba el violador y por lo tanto 
sin recursos para acudir al sistema privado y pagar la práctica; otra de las 
razones y quizás la más importante para la niña y el resto de la familia, es 
que querían garantizar el castigo al violador y para ello la importancia de 
la prueba de ADN y su conservación.  
Desde el efector público judicializaron la causa6, lo que equivale a una ne-
gativa inicial a realizar la interrupción, en clara violación de la normativa y 
jurisprudencia específica, que tal como hemos visto contempla este caso y 
dispone que queda en manos de los/as médicos/as la evaluación del riego 
para la salud previsto legalmente. Esta judicialización, utilizada frecuen-
temente con efecto dilatorio, traduce sin más el desconocimiento del de-
recho a la salud integral de la niña, obligándola a recurrir a los tribunales 
para que ordenen a los/as médicos/as y al Ministro de Salud que cumplan 
con la ley, exponiéndola a un proceso profundamente revictimizador. 
Frente a ello, en representación de Ana y su madre se presentamos una 
medida autosatisfactiva en el Juzgado de Familia interviniente para que: 
“1) Se ordenara al Poder Ejecutivo (Ministro de Salud) que en forma urgente, en 
el plazo perentorio e improrrogable de 24 horas, tome todas las medidas nece-
sarias y garantice la realización inmediata de la interrupción del embarazo de 
Ana, en el sector público de salud y la preservación de elementos probatorios 
para un futuro cotejo de ADN con el imputado. 2) Oportunamente se remita 
compulsa penal por la violación a los deberes de funcionarios/as públicos en 
que han incurrido las autoridades del ministerio de salud intervinientes, las 
cuales han obstaculizado el acceso y la protección integral de los derechos hu-
manos fundamentales de la niña.” 

5 La niña en todas y cada una de las reiteradas entrevistas psicológicas y sociales que se le 
realizaron pidió que por favor le sacaran ya eso que tenía en el estómago, su decisión autónoma 
fue sostenida en todo momento. 
6 Mención aparte merece la fundamentación del efector público por la cual judicializó la causa: 
solicitar a la jueza que supliera el consentimiento paterno –del violador, quien ya estaba dete-
nido- para realizar la evaluación interdisciplinaria sobre el estado de salud de la niña. La jueza 
resolvió que era suficiente con el consentimiento de la madre y era innecesaria tal petición. 
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Desde el sistema judicial no resolvieron nuestro pedido, no emitieron pro-
nunciamiento alguno y dispusieron esperar los resultados de la evaluación 
médica, lo que viene a significar un nuevo obstáculo, una nueva dilación, 
una nueva violación de la legislación y los derechos de una niña por cuyo 
interés superior no se veló nunca, ya que el procedimiento judicial carece 
de sentido en estas situaciones: el riesgo en la salud no puede evaluarlo la 
justicia sino un equipo interdisciplinario de salud, por el contrario si la si-
tuación no encuadrara en las excepciones contempladas por la legislación, 
tampoco podría un/a juez/a ordenar la interrupción de un embarazo no 
prevista, por lo que acudir al sistema judicial es vulnerar los derechos de 
una niña, víctima crónica de abuso. 
Como puede imaginarse, las evaluaciones interdisciplinarias reiteradas im-
portaron someter a la niña a invasivos exámenes médicos, psicológicos, 
sociales, a interminables horas de espera en el efector público y a una irre-
parable revictimización7. En medio de este procedimiento la niña tuvo una 
pérdida espontánea del embarazo, por lo que fue hospitalizada y recibió 
tratamiento, dándose aviso a las autoridades correspondientes. 
Sin embargo es importante destacar cuál fue la respuesta de las autorida-
des judiciales: al tomar conocimiento de la interrupción espontánea que 
sufrió la niña, se inició una investigación que recayó sobre la madre de la 
niña, el médico que la atendió en un efector público cuando esta ingresó 
con pérdidas y sobre el mismo hospital. 
 Estas medidas no resguardan ningún interés superior de la niña, sino que 
buscan perseguir, amedrentar, inhibir y exponer a procesos judiciales a los/

7 Dichos informes presentados por el efector público arribaron a la conclusión de que la salud 
de la niña no estaba en riesgo, de donde puede preverse que la interrupción muy probable-
mente hubiera sido denegada, vale traer a colación algunos de los contenidos presentados 
por las autoridades sanitarias a la justicia para dimensionar la perversidad del sistema, así la 
directora de la maternidad del hospital, quien nunca vio ni examinó a la niña, dijo: “del análisis 
del caso se deduce que la niña no está comprendida dentro del artículo 86 del Código procesal pe-
nal …Por tratarse de una niña sana clínicamente, sin antecedente de enfermedad que se agrave 
frente a un embarazo, que fuere causal de aborto terapéutico y por ser una persona cognitiva-
mente normal, considero que la práctica solicitada no se ajusta a lo expresado por la ley. Como 
comentario, deseo agregar, que por tratarse de una paciente que cursa una gestación de 2 trimes-
tre (16 semanas) donde la interrupción del mismo consiste en la evacuación uterina, con mecanis-
mo de parto, representando éste un largo período doloroso, acentuaría el trauma psíquico de la 
paciente, además del que ella porta y se agregaría el riesgo obstétrico –quirúrgico, que implica 
finalizar un embarazo de esta edad gestacional (anestesia general, legrado uterino instrumental). 
Sugiero como conducta de menor riesgo, el contener a la paciente psicológicamente y  con 
control prenatal en este servicio, llegando al término y en este caso el parto sería conducido con 
anestesia peridural, minimizando el trauma doloroso que implica el trabajo de parto. Evaluar dar 
el niño en adopción si la familia lo desea. La interrupción del embarazo no garantizaría el 
futuro de la salud mental de la paciente, ya que el aborto puede ser una causal de futuros 
desequilibrios psíquicos…”. (La negrita me pertenece). 
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as médicos/as que intervinieron ante el ingreso de la niña con un aborto 
en curso y brindaron el tratamiento adecuado para preservar su salud. 
Resulta altamente previsible en función de los informes médicos presen-
tados, que si Ana no hubiera perdido espontáneamente su embarazo, el 
sistema judicial no habría autorizado la práctica, ya que los/as médicos/as 
posicionados/as, como señala Foucault, en el eje central de las prácticas 
del bio-poder, sobre la población en general y sobre las mujeres (embara-
zadas) en particular, entendían que no había riesgo para la salud de la niña 
en continuar un embarazo producto del incesto, que sería mucho más ries-
goso el aborto ¿Por qué? Simplemente por mandato divino. 
Por último vale la pena señalar que el Estado Provincial no ha brindado 
el acompañamiento psicológico, social ni económico que sería necesario 
para que otra vida fuera posible para Ana. Ella y su familia se encuentran 
en una difícil situación de pobreza, su madre trabaja como agricultora pero 
el Estado no les ha otorgado ningún tipo de ayuda social para compensar 
los ingresos que aportaba antes el violador, actualmente preso. Dado que 
viven en una zona rural y no tienen transporte propio, Ana no cuenta con 
los medios para viajar a la ciudad a continuar un tratamiento psicológico, 
ha dejado la escuela, no quiere volver a ese establecimiento, sin embargo 
el Estado no se ha ocupado siquiera de reubicarla en otro centro, solo ante 
reiterados pedidos ha proporcionado alguna bolsa de comida. 
 
JULIA 
Julia, una niña de doce años, también pobre, también subalterna, no contó 
con la naturaleza a su favor, y fue sometida por el Sistema Judicial a con-
tinuar un embarazo producto de las violaciones de su padrastro, eso sí, su 
condena fue compensada con promesas de casa y comida para ella y su fa-
milia, acceso al sistema educativo y acompañamiento psicológico antes y 
después del parto; su vida decidida en una sentencia judicial por un señor 
juez, ¿su voz? Muda, ¿su cuerpo? Expropiado, ¿su decisión? Manipulada, 
instrumentalizada, una vez mas violentada. 
La madre de la niña había concurrido a un efector público a solicitar la in-
terrupción, en ese centro, el personal médico dispuso que la niña debería 
permanecer internada, privada de su libertad sin razón alguna, y además 
comunicaron a la madre que era necesaria una autorización judicial. Una 
vez más avanzaba la cadena de abusos: los/as médicos/as disponían la 
internación de una niña solo para vigilarla, solicitaban una autorización 
que legalmente es innecesaria en tanto se trata de un caso regulado por 
la legislación penal como aborto no punible, médicos/as que en su rol de 
funcionarios/as públicos reeditan un poder monárquico, no cumplen sus 
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deberes de evaluar a la niña y diagnosticar el altísimo riesgo para su salud 
que importa la continuación de ese embarazo, médicos/as -reyes sobre 
los/as que no recaen las responsabilidades de sus omisiones y dilaciones. 
Pero las vulneraciones sufridas son tanto más brutales si consideramos 
que el Estado tuvo posibilidad de evitarlas y no lo hizo. Y es que el Poder 
Judicial ya tenía conocimiento de que la niña y su madre eran víctimas de 
violencia, antes que la niña fuera violada: meses antes de este suceso exis-
tían denuncias de violencia hacia Julia y su madre, que señalaban como 
agresor a quien resulto ser el violador, el padrastro de la niña. Sin embargo 
el juez interviniente, no dictó medidas de protección, en ese tiempo en el 
cual la justicia ya tenía conocimiento de la violencia y no hizo nada de lo 
que debería haber hecho, Julia fue violada y resultó embarazada ¿Qué res-
ponsabilidades le caben a un juez que no evitó que la brutalidad recayera 
sobre una niña de doce años y que luego le negó el acceso a un aborto 
legal?. 
Una vez más se repite la pobreza en la que vivía su familia, la dependencia 
económica respecto del agresor, la ausencia del Estado. 
La madre de la niña tuvo que recurrir a la defensoría oficial a fin de solicitar 
patrocinio letrado para poder pedir autorización judicial a la interrupción. 
Es importante señalar que, dado que la objeción de conciencia no se en-
cuentra regulada, muchos/as funcionarios/as públicos/as, incluso las/os 
que trabajan como defensoras/es oficiales, tienen objeción de conciencia 
con estas prácticas, pero no cumplen con advertirlo a los/as ciudadanos/
as que solicitan su asesoramiento y patrocinio, sin embargo lo que sí hacen 
es obstaculizar los pedidos, interponiendo su confesión con su trabajo en 
el ámbito público. Esto ocurrió con las codefensoras que representaron a 
la mamá de Julia, quienes en un primer momento pidieron ayuda y cola-
boración a la Colectiva Feminista que integro, pero luego expusieron y to-
leraron situaciones de revictimización permanentes de la niña e interven-
ciones diversas para forzarla a cambiar su pedido y continuar el embarazo. 
El juez decidió someter un caso que ni siquiera era judicializable, al comi-
té de bioética hospitalario, comité que se amplió a propuesta de las de-
fensoras en seis integrantes más convocados ad hoc. El caso tomó estado 
público y desde los medios de comunicación de todo el país, se sometía a 
discusión y encuestas diarias, si la interrupción debía realizarse o no, o sea 
ni más ni menos que la aplicación o no de la ley, el reconocimiento o no de 
los derechos que le asistían a la niña.  
Durante todo este proceso y a fin de “proteger” a la niña, el juez dispuso 
que la misma siguiera privada de su libertad en un hospital, con su vida 
suspendida. Esta “medida de protección” expuso a la niña al hostigamiento 
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y a la violencia de grupos denominados “pro vida” que durante días ingre-
saron al efector donde estaba detenida para obligarla a que desistiera del 
pedido de interrupción. La ONG “Vida Más Humana” se adjudicó la inter-
vención, tiempo después. Según lo señalado públicamente por un repre-
sentante de la ONG, ingresaron a la habitación donde estaba internada 
Julia y le mostraron folletos con fetos mutilados para impresionarla con 
el fin de que desista en su decisión de interrumpir la gestación, le dejaron 
mensajes y cartas, la niña entró en crisis nerviosa, una vez más nadie la ha-
bía protegido, y una cadena de complicidades permitía que estos grupos 
fundamentalistas aprovecharan los momentos en los que la niña estaba 
sola, para hostigarla sin que nadie lo impidiera. 
La madre de la niña también denunció a los medios de prensa que recibía 
presiones de los/as profesionales del mismo hospital para desistir del pedi-
do del aborto, que la amenazaban diciéndole que con la intervención corría 
riesgo la vida de su hija y que cómo podían matar a un inocente. 
A partir de estos sucesos desde la Colectiva ofrecimos a la madre de la niña 
apoyo y asesoramiento jurídico, lo que aceptó inmediatamente y solicitó 
la externación urgente de la niña.  
La respuesta judicial fue claramente sancionatoria al acercamiento de la 
madre a las feministas: se le dictó una prohibición de acercamiento espec-
to de su hija8, se le cuestionó el cambio de la representación oficial por la 
particular –una abogada perteneciente a la Colectiva feminista-y las co-
defensoras oficiales realizaron múltiples declaraciones en los medios de 
comunicación, calificando a la patrocinante elegida por la madre de Julia 
de “abortista”. Frente a esta situación de sanciones y presiones ejercidas 
por el juez in personam directamente sobre la madre, esta decidió retomar 
la representación oficial. El juez a fin de mostrar su agrado con la decisión 
levantó la prohibición de acercamiento que le había impuesto respecto 
de su hija. ¿Cuáles fueron los fundamentos de los actos judiciales?, pues 
su discrecional voluntad, ¿cuáles las consecuencias para el juez por estos 
actos? Pues ninguna. 
Julia, en ese proceso en el que permaneció semanas privada de la libertad 
y expuesta al accionar de grupos fundamentalistas, cambió de decisión y 
dijo que continuaría con el embarazo. Frente a ello el Comité de Bioética 
convocado para dictaminar, pese a que no existía dilema bioético alguno, 
entendió que con el cambio de decisión de la niña, no había nada que 
decir, no había nada que reflexionar a partir del desarrollo del proceso de 
toma de decisión de la niña, de las presiones, privación de la libertad y 
violencia a la que se la sometió. Cabe preguntarnos si el Comité se hubiera 

8 El “fundamento” de la medida fue que los intereses de la madre parecían ser contradictorios 
con los de la niña. 
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excusado igualmente de dictaminar, -en respeto de la voluntad de la niña, 
su representante legal y la ley-, si se hubiera mantenido la decisión inicial 
de la niña de interrumpir ese embarazo, creo sinceramente que no. 
Finalmente para dar cierre al gran circo romano que se monta cuando to-
man estado público las solicitudes de aborto no punible, el propio juez 
convocó a una conferencia de prensa para difundir los resultados de su 
sentencia ¿Y el resguardo de la intimidad, confidencialidad de lo que tie-
ne que ver con temas altamente sensibles que tienen como víctima a una 
niña de doce años? ¿Y la Convención de los Derechos del Niño? ¿Y los tra-
tados Internacionales de Derechos Humanos ratificados por el país?... 
El juez rechazó el pedido de aborto no punible fundamentando su deci-
sión en que la niña expresó que quería continuar el embarazo, en ningún 
momento tuvo en cuenta el proceso de toma de decisión al que expuso 
a la niña, las presiones de grupos fundamentalistas, las presiones que él 
mismo ejerció sobre la familia. Señaló que al analizar la situación y las pe-
ricias llegaron a la conclusión de que la interrupción del embarazo podía 
inducir a un trastorno de personalidad severo, en patologías psiquiátricas irre-
versibles como la psicosis. Aún cuando los resultados de las pericias no fueron 
unánimes: profesionales del Juzgado de Familia y del Instituto de la Mujer del 
gobierno plantearon que está en riesgo psíquico, ya sea si sigue adelante la 
gestación como si la interrumpe, por el lavado de cerebro al que habría sido 
sometida en los últimos días por miembros de grupos fundamentalistas que 
se colaron en su habitación. El juez entendió que continuar con una gesta-
ción producto de incesto sería el “mal menor” frente al trauma que le puede 
provocar la interrupción del embarazo. 
Sin embargo, por primera vez el Estado recordó que tenía deberes con Ju-
lia y su familia, así la sentencia, a modo de “reparación”, intentando com-
pensar la condena que le imponía a la niña ordenó garantizarle el derecho 
a la educación –lo que ya está contemplado constitucionalmente-, que se 
le brindara una vivienda digna para ella y su familia, tratamiento psiquiá-
trico y psicológico antes y después del parto y un subsidio que garantice el 
derecho a la alimentación para ella y el producto de la violación. 
 
ALGUNAS REFLEXIONES: 
El análisis de lo vivido por Ana y por Julia no pueden parecerme unos “casos” 
más, hasta me molesta mi referencia a “casos”, pareciera desde algún punto 
que los abusos sufridos por niñas, abusos que tienen que ver con una si-
tuación de vulnerabilidad que entrelaza el género y la clase, pasan a ser un 
número más, una estadística de lo mal o bien que andan las cosas para las 
niñas y mujeres en Argentina, en América Latina, para las subalternas. 
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La diaria reiteración de situaciones de violencia sexual, económica, psico-
lógica, institucional, me obliga a reflexionar sobre lo insuficiente que re-
sulta el derecho formal, sobre la importancia de contar con un auténtico 
compromiso del poder político con la garantía de los derechos humanos 
en general y de mujeres y niñas en particular, sobre el rol que está llamada 
a jugar la comunidad internacional ante las violaciones de derechos huma-
nos, en lugar de asistir indiferente, silenciosa, complaciente a los brutales 
abusos que día a día se perpetúan.  
A Ana y a Julia el Estado Provincial y Nacional, les negaron la educación 
sexual en la escuela, la cual hubiera sido una herramienta para identificar 
los abusos de que eran víctimas y poder denunciarlos. Cuando luego de 
soportar años de incesto, las niñas sufrieron un embarazo, el Estado se en-
cargó de culpabilizarlas y revictimizarlas a través de una interminable se-
rie de obstáculos y omisiones, de abusos, de hostigamientos, de violencia 
institucional. Desde el sistema de salud no se cumple con la ley, ¡Qué más 
da si no hay consecuencias para los/as funcionarios/as públicos/as que de-
bieran garantizar el acceso al sistema público de salud y a la justicia!.  
En el medio una niña, Ana, nacida en sectores populares del ámbito rural, 
que recurre al Estado para que se juzgue y castigue al violador -su padre- y 
encuentra que las revisiones médicas, psicológicas, sociales no tienen fin, 
que el Poder Judicial olvida lo que la ley dice y que lo que subyace silencio-
samente a tanta desidia es el fundamentalismo religioso de las autorida-
des centrales de la provincia, de muchos jueces y juezas y una pretendida 
recomposición de relaciones del Estado con la Iglesia, donde la moneda 
de cambio son los derechos de las mujeres y niñas, en especial a su salud 
sexual y reproductiva. 
En el medio otra niña, Julia, también en situación de pobreza, de la pobre-
za que significa literalmente hambre, que desea interrumpir un embara-
zo que es resultado de los abusos de su figura paterna, y que por ello se 
ve privada de su libertad, aislada de su entorno, sin poder ver a su madre 
y expuesta a las crueldades, al acoso de grupos fundamentalistas que la 
ubican en el lugar de “asesina”, por rechazar el destino que el violador y la 
divinidad han decidido para ella. 
Me veo llamada a reflexionar y pedirles también sus reflexiones, sus apor-
tes y compromiso sobre el rol que juegan los/as operadores/as de justicia, 
la educación universitaria que recibimos profesionales del derecho, de la 
medicina, de las ciencias sociales, la cual omite, en mi país, formación con 
perspectiva de género, a la vez que nos ubica en lugares de poder y toma 
de decisiones sobre las vidas, los cuerpos de otras sujetas. Por último una 
invitación a reflexionar también sobre la falta de compromiso institucional, 
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político, educativo con el laicismo, en Estados que se proclaman laicos, y 
puntualmente en el caso argentino, frente a la red de poder que se articula 
desde el fundamentalismo católico. 
He intentado plantear a grandes rasgos cuáles son algunos de los obstácu-
los con los que en el caso argentino, en particular en una provincia, Men-
doza, se enfrentan las niñas y mujeres que, inmersas en situaciones para 
las cuales se prevé la posibilidad del aborto, sufren violencia institucional, 
negativas, omisiones, persecuciones como respuesta. No es de extrañar 
que cientos de ellas cada año pierdan la vida o la salud en el intento de in-
terrumpir embarazos no deseados, en condiciones inseguras, en el miedo 
y la miseria 
Es esta una problemática de género y de clase, en tanto quienes acuden al 
sistema público de salud -que se encarga de judicializar casos que no son 
judicializables-, son las niñas y mujeres pobres, por el contrario aquellas 
que pueden pagar el circuito privado, pueden evitar el maltrato institucio-
nal y acceder al aborto en condiciones seguras. 
¿Son tratadas estas niñas y mujeres como ciudadanas por un Estado que 
no garantiza la educación sexual, por un Estado que interrumpe los pro-
gramas de salud sexual y reproductiva e incluso el suministro de anticon-
ceptivos en contra del principio de progresividad vigente en materia de 
derechos humanos?. ¿Cómo nos interpelan esas niñas y mujeres si no pue-
den considerarse ciudadanas?.Estos son algunos de los interrogantes que 
creo tenemos por delante, interrogantes que nos marcan de alguna mane-
ra la reflexión, el compromiso y la acción y sobre los que los y las invito a 
avanzar en este ámbito de intercambio. 


